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Una de las más graves carencias en la formación de las nuevas generaciones de juristas es lo 
relativo a la ética, que ha sido relegada a un segundo plano, pues se cree que es un tema de la 
interioridad de cada sujeto y que se relaciona con las consideraciones personales. 
Cuando se habla de una conducta ética, identificada dentro del ámbito jurídico, resulta no solo 
exigible a aquellos profesionales en derecho que se conducen dentro de la administración pública 
sino, también, a los profesionales que ejercen liberalmente el derecho. Ningún campo de la vida 
cotidiana se encuentra exento de actuar conforme a un proceder ético y alejado de la corrupción. 
Sin embargo, la ética se ha perdido y la corrupción se ha convertido en una pandemia que amenaza 
la democracia, las instituciones y el prestigio de la profesión del abogado. 
De acuerdo al informe 2017 de Transparencia por Colombia, el índice de transparencia de las 
entidades públicas correspondiente al periodo 2015-2016, las mejor calificadas quedaron ubicadas 
en riesgo ‘moderado’. Entre las 167 entidades públicas evaluadas, ninguna clasificó en nivel bajo 
de riesgo de corrupción. 
La gran mayoría de las entidades del Estado, a nivel nacional, departamental y local, fueron 
clasificadas en riesgo de corrupción ‘alto’ y ‘muy alto’. 
En este rango quedaron el 60 por ciento de las 28 alcaldías evaluadas, el 50 por ciento de las 32 
contralorías departamentales, el 40 por ciento de las gobernaciones y el 19 por ciento de las 
entidades nacionales. 
El informe igualmente se encargó de medir el índice de transparencia de las contralorías, y allí 
encontró que seis de ellas están en riesgo muy alto. 
Es por esto que, teniendo en cuenta que UNISANGIL, a través del programa de Derecho trabaja en 
la construcción de una ética personal, profesional y ciudadana, capaz de generar cohesión social, 
justicia y equidad, busca proporcionar a la comunidad constructos éticos que, asociados a las 
herramientas jurídicas, permitan mejorar las condiciones sociales, políticas y culturales de la 
región. 
Así mismo, de acuerdo a la misión del programa de Derecho de UNISANGIL, se busca formar 
profesionales que estén en capacidad no sólo de aplicar los conocimientos del derecho en 
abstracto, sino fundados en la jurisprudencia y la norma con sentido ético; que se proyecten como 
abogados al servicio de la sociedad en la región y como constructores de una sociedad más viable 
y justa.  
Por otra parte, la ética se refundió y la corrupción se convirtió en una pandemia cancerigena que 
amenaza con llevarse por delante la democracia, las instituciones y las esperanzas de 
reconciliación. 
 Memorias VI Congreso Internacional de Derecho  
“Carlos Martínez Silva” 
2018 
 
El evento tiene la pretensión de brindar a los asistentes un espacio de reflexión donde se expongan 
los saberes, experiencias, posturas y propuestas que fomenten la toma de decisiones jurídicas, 
fundamentadas en principios éticos, que, al tiempo, contribuyan a la construcción de una sociedad 
más transparente y democrática.  
Se proyecta afianzar en los asistentes la importancia de la ética en el individuo, la sociedad y el 
estado, así como la función ética y los diferentes roles que se presenta en las actuaciones del 
abogado litigante y asesor, del juez, del servidor público, del notario público, del estudiante, y del 
docente e investigador. 
Se busca intercambiar puntos de vista y argumentos en torno a uno de los principales problemas 
que hoy afecta la disciplina jurídica con el fin de brindar argumentos sólidos que permitan a los 
asistentes responder a lo que significa ser un buen profesional. 
Por otra parte, se quiere reflexionar sobre este tema y motivar una preocupación profunda en los 
asistentes al Congreso, con el propósito de hacer ver a las nuevas generaciones, que el buen 
profesional del derecho no puede conformarse con solo cumplir la ley, sino que conociendo a la 
perfección el derecho, lo pone al servicio de la sociedad. 
Igualmente, esta actividad enriquece, actualiza el conocimiento y permite que los participantes se 
preparen para asumir los nuevos retos que la disciplina jurídica debe afrontar en un mundo que 
evoluciona al ritmo de dinámicas complejas e impredecibles.  
Finalmente, este evento reafirma la misión del programa de derecho y su papel trascendental en 
la región, como formador de profesionales capaces de contribuir a través de sus conocimientos, 
acciones prácticas, de investigación e interacción social, con el desarrollo de los territorios y 
fundamentados en principios institucionales como la solidaridad, la dignidad humana, la justicia y 
la verdad.  
Para cumplir con los objetivos trazados se busca estructurar en Congreso en 3 ejes  
 Democracia, Derecho y Desarrollo 
 Dilemas éticos y Desarrollo Económico  
 Responsabilidad Social del abogado 
 
LAURA MERCEDES TORRES PARADA  
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PRINCIPIO DE SELECCIÓN OBJETIVA Y DESBORDE DE LA DISCRECIONALIDAD DEL FUNCIONARIO 
PÚBLICO, EN EL ESTABLECIMIENTO DE LOS REQUISITOS HABILITANTES, PARA LA SELECCIÓN DE 
CONTRATISTAS.1 
 
Daniel Alberto Sánchez Rivera2 
danielsanchezabogado1@hotmail.com  
EJE TEMATICO 
Democracia, Derecho y Desarrollo 
RESUMEN 
Revisar que tanta discrecionalidad garantiza la actividad del funcionario público cuando establece 
los requisitos habilitantes en un proceso de selección del contratista en los contratos que celebra 
el estado, obliga recopilar la producción científica y analizar la respectiva legislación nacional del 
tema. La Constitución Política de Colombia, la Ley 80 de 1993, la Ley 1150 de 2007, recientemente 
la Ley 1882 de 2018 entre otras normas, contienen los principios y reglas constitucionales y legales, 
que sirven de máximas de optimización en palabras de Alexy, para que los funcionarios públicos 
elaboren pliegos de condiciones en los procesos contractuales que le garanticen a los oferentes 
objetividad, transparencia y proporcionalidad. Además de que en el desarrollo de la actividad 
contractual del Estado se elaboren contratos equilibrados, con exigencias técnicas precisas y 
financieramente viables. 
Palabras clave: Selección objetiva, contrato estatal, transparencia, pliego de condiciones. 
INTRODUCCIÓN  
Este proyecto de investigación se propone encontrar las afectaciones a los principios legales de la 
Contratación Estatal de selección objetiva y transparencia, en la discrecionalidad que manejan los 
funcionarios públicos cuando elaboran pliegos de condiciones en lo que tiene que ver con el 
acápite de requisitos habilitantes. Para lo cual se estudiará, la aplicación de los principios de 
                                                          
1 Ponencia del trabajo de investigación realizado como requisito para optar al título de Magister en Derecho 
Administrativo de la Universidad Libre seccional Bogotá 2018, por: Eva Yourlay Anguita Ibarra, Abogada Especialista 
en Derecho Público, yurlyang@hotmail.com; Daniel Alberto Sánchez Rivera, Abogado Especialista en Derecho Público, 
danielsanchezabogado1@hotmail.com y Juan Sebastián Villate Numa, Abogado Especialista en Derecho 
Administrativo juansebastianvillate@hotmail.com. 
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selección objetiva, transparencia y proporcionalidad que los funcionarios públicos aplican, así 
como la teoría de los requisitos habilitantes y en general el contexto de las obras publicas en 
Colombia.  
En Colombia se mantiene vigente la discusión sobre la manera correcta en que deben establecerse 
los requisitos habilitantes en los pliegos de condiciones sobre todo en los contratos de obra pública 
para la selección de contratistas, la cual tiene como fin de que se garanticen de manera efectiva 
los principios de selección objetiva, proporcionalidad y transparencia, para elegir como la norma 
cita la oferta más favorable que satisfaga los fines que las entidades, evitando a toda costa prácticas 
como pliegos de condiciones sastre, de único oferente o que en general impidan la selección 
objetiva. 
El cumplimiento de los fines esenciales del estado y la garantía de continuidad y eficiencia en la 
prestación de recursos públicos, requiere que el estado modernice su normatividad en 
contratación estatal definiendo si se requiere un marco jurídico que establezca pliegos tipo, límites 
a la discrecionalidad o proponga lineamientos claros que en la práctica cuando se elaboren 
requisitos para elegir la oferta más favorable se proscriban la motivaciones subjetivas y se 
maximicen los principios de selección objetiva, transparencia y proporcionalidad. 
La confección del acápite de requisitos habilitantes en los pliegos de condiciones para selección de 
contratistas en contratos de obra pública, representa un problema de investigación para el 
derecho administrativo y la contratación estatal, cuando se intenta determinar si allí la 
discrecionalidad con la que cuenta el funcionario público puede afectar de manera determinante 
los principios de selección objetiva, transparencia y proporcionalidad, resultando en el 
establecimiento de condiciones habilitantes que impidan la selección de la oferta más favorable.  
La investigación apunta a determinar con fines de su exigibilidad y garantía, si la selección objetiva 
es un principio o una regla, de qué manera el artículo 5 de la ley 1150 de 2007 como norma rectora 
a controlado la actividad discrecional del servidor público en la formulación de requisitos 
habilitantes.  
HISTORIA DE LA CONTRATACIÓN ESTATAL 
El primer documento de manera formal en materia de Contratación Pública, donde el objetivo 
central es de establecer principios en torno a la transparencia y correcta disposición de los 
procesos en torno a la licitación pública a nivel nacional. De acuerdo a Peñaranda & Gualdrón 
(2009): 
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El decreto extraordinario 2880 de 1959 estructuro las reglas para ejecutar dichas 
licitaciones. Con la implementación de La ley 4 de 1964 se hizo un aporte importante 
al procedimiento mediante el registro de proponentes con su clasificación y 
calificación y las revisiones periódicas a los precios unitarios con el uso de fórmulas 
matemáticas. 
 
Finalmente, con la Ley 80 de 1993 se dotó a las entidades públicas con la estructura 
y los principios de contratación. La reforma a esta ley, a través de la Ley 1150 de 
2007, pretende reducir costos del proceso contractual y basado en esto el proceso 
de selección decretos reglamentarios como el 734 de 2012; Cabe resaltar que todo 
proceso a nivel nacional también se rige atreves de la Constitución Nacional 
Colombiana, el Código Civil y en el Código de Comercio. 
 
La contratación antes de 1993 era muy sencilla y siempre existían firmas privadas que obtenían 
numerosos contratos los cuales eran muy allegados a los gobernantes de turno, pero con la 
entrada en vigencia de la Ley 80 de 1993 se quiso darle mayor equidad en la participación con el 
Estado, pero los factores de corrupción aumentaron. 
De igual manera los principios básicos de la Ley 80 de 1993 se amparan en el artículo 209 de la 
Constitución Política de Colombia (1991), así: 
La función administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla 
con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, 
celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la delegación 
y la desconcentración de funciones. Las autoridades administrativas deben 
coordinar sus actuaciones para el adecuado cumplimiento de los fines del Estado. 
La administración pública, en todos sus órdenes, tendrá un control interno que se 
ejercerá en los términos que señale la ley. 
 
Para mejorar los aspectos de la contratación estatal se hicieron algunos planteamientos 
importantes a la Ley 80 de 1993, con el fin de evitar hechos de corrupción por medio del CONPES 
3186 de 2002: 
Colombia no cuenta con una entidad con experiencia específica en contratación u 
órgano rector encargada de la contratación pública. 
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No existe uniformidad entre las entidades contratantes para las adquisiciones que 
realizan a través • de la contratación. 
 
Falta elaborar políticas sobre adquisiciones y se requiere de un monitoreo en su • 
implementación. 
 
Faltan reglamentos de contratación. Es necesario diseminar las políticas, regulaciones 
y mejores • prácticas, y propiciar entrenamiento del personal en esta materia. 
 
De acuerdo a la normatividad vigente y existente en materia de contratación estatal, el Estado 
colombiano no se rigen por ningún modelo internacional, y esto en términos genera de manera 
directa desventajas desde la perspectiva de su efectividad, eficacia, transparencia en toda su 
ejecución. Por eso, se observa que todas las obras en términos generales generan sobrecosto en 
su desarrollo, junto con muchos retrasos en meses, en ocasiones años, lo cual lleva a que en la 
nación siempre se dé un detrimento patrimonial enorme, acompañado del inconformiso de la 
misma comunidad que se verá beneficiada. Atehortua (1995) argumenta que “una inadecuada o 
ineficaz ejecución de los recursos públicos que son aportados y de propiedad de la comunidad, 
incide en el desarrollo de los planes sociales del gobierno y en la insatisfacción de las necesidades 
y derechos de las comunidades, generando corrupción administrativa, que afectan la calidad de 
vida y desarrollo social de todos los gobernados”. (p. 22) 
Por eso, la Ley 80 de 1993, argumenta que los servidores públicos “tendrán en consideración que 
al celebrar contratos, las entidades buscan el cumplimiento de los fines estatales, la continua y 
eficiente prestación de los servicios públicos y la efectividad de los derechos e intereses de los 
administrados que colaboran con ellas en la consecución de dichos fines”. (p. 2) De acuerdo a la 
Ley 80 de 1993 toda entidad pública busca que los contratos se lleven de la mejor manera hasta 
su fin, evitando contratiempo, sobre costos, cambios de diseño inicial, entre otras causales que se 
ve y que mucha parte de la comunidad siempre quedará inconforme por su terminación parcial o 
total.  
La Ley 1474 de 2011, "Por la cual se dictan normas orientadas a fortalecer los mecanismos de 
prevención, investigación y sanción de actos de corrupción y la efectividad del control de la gestión 
pública",  Es una ley donde establecen medidas generales en lo que tiene que ver con el flagelo de 
la corrupción, que impone el deber permanente  a todos los Estados de buscar mecanismos para 
minimizar estos problemas. Por eso, y gracias a la Convención Interamericana de corrupción se 
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comprometieron todas las naciones a luchar por esta causa y así evitar la inestabilidad económica 
que puede generar estos desfalcos.  
ESTATUTO ANTICORRUPCIÓN 
Desde el mismo surgimiento de la Constitución Política de Colombia (1991), en los artículos 123 y 
209 donde se manifiesta el Estado social de derecho en todas las modalidades de la gestión pública 
dada por los principios de moralidad, igualdad, eficacia, celeridad, imparcialidad, acorde a la 
Sentencia C-088 de 2000: “como parámetros específicos del cumplimiento de la función 
administrativa y que en general, constituyen núcleo axiológico inherente a la filosofía del Estado 
social de Derecho". 
Desde la Ley 80 de 1993, se han hecho innumerables reformas, derogaciones, cambios, ajustes 
normativos, como fue con el Decreto 734 de 2012, donde se reglamenta claramente todo lo 
relacionado con el Estatuto General de Contratación de la Administración pública en Colombia bajo 
las “facultades constitucionales y legales, en particular las que le confiere el numeral 11 del artículo 
189 de la Constitución Política y las Leyes 80 de 1993, 361 de 1997, 816 de 2003, 905 de 2004, 996 
de 2005, 1150 de 2007, 1450 de 2011, 1474 de 2011 y el Decreto-ley 4170 de 2011 y 019 de 2012”. 
Más adelante se dio a conocer el Decreto 1510 de 2013, donde se manifiesta todo lo relacionado 
al sistema de compras y contratación pública, avalándose en la “aplicación de los principios del 
Buen Gobierno y el cumplimiento de los fines del Estado”.  
Actualmente, el Decreto 1082 de 2015, dándose el único reglamento del sector administrativo en 
el área de Planeación Nacional, puesto que se busca por todos los medios tener presente el 
principio de transparencia, para evitar la mínima actuación en casos de corrupción, pero aún se 
evidencia éste flagelo, a pesar de que se maneja una sola plataforma para el manejo de los 
contratos estatales como lo es Secop I en Norte de Santander.  El Secop I y II  son plataforma 
electrónicas relacionadas con todo el sector de contratación pública que se realiza en los diferentes 
departamentos de la República de Colombia. Hace parte del programa de “Colombia compra 
eficiente”.  
CONTEXTO JURÍDICO DE LA CONTRATACIÓN EN COLOMBIA 
Teniendo como base el Articulo 150 de nuestra Constitución Nacional, en Colombia se expide la 
Ley 80 de 1993 el cual reglamenta la Contratación Estatal, modificada por la Ley 1150 de 2007, en 
el que se contemplan normas y principios por los cuales se debe regir tanto las Entidades Públicas 
como los Servidores Públicos para poder realizar los procesos de contratación. Dichas normas 
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establecen que las entidades estatales deberán seleccionar a los contratistas bajo las siguientes 
modalidades de contratación: Licitación Pública, Selección Abreviada, Concurso de Méritos y 
Contratación Directa; aplicando siempre los principios de transparencia, economía, 
responsabilidad, selección objetiva, buena fe, planeación, publicidad e igualdad, con el fin de 
cumplir los fines propios de la Contratación Estatal.  
El artículo 3º de la Ley 80 de 1993, establece que al momento de celebrar contratos y con la 
ejecución de los mismos, las entidades buscan el cumplimiento de los fines estatales, la continua 
y eficiente prestación de los servicios públicos y la efectividad de los derechos e intereses de los 
administrados que colaboran con ellas en la consecución de dichos fines. 
En tal sentido, la facultad y fin jurídicamente legítimo del establecimiento de los requisitos 
habilitantes, no tiene en la Ley que la establece una función expresa o verificable en el texto 
normativo. Surge, más bien, de la interpretación de las disposiciones del artículo 5º de la Ley 1150 
de 2007. Dicha norma inicia con la definición de lo que se entiende por selección objetiva, en los 
siguientes términos:  
Es objetiva la selección en la cual la escogencia se haga al ofrecimiento más favorable a la 
entidad y a los fines que ella busca, sin tener en consideración factores de afecto o de interés 
y, en general, cualquier clase de motivación subjetiva 
Respecto a los requisitos habilitantes de capacidad jurídica y las condiciones de experiencia, 
capacidad financiera y de organización de los proponentes, la Ley establece que se verificarán y 
establecerán de la siguiente manera:  
La exigencia de tales condiciones debe ser adecuada y proporcional a la naturaleza del 
contrato a suscribir y a su valor. 
DE LOS REQUISITOS HABILITANTES 
Una de las definiciones clave para llevar a cabo el presente trabajo de investigación, es sin lugar a 
dudas, el denominado requisito habilitante; una de las definiciones más aceptadas es la ofrecida 
por el Manual para determinar y verificar los requisitos habilitantes en los procesos de 
contratación. Colombia Compra Eficiente, que en tal sentido preceptúa, Los requisitos habilitantes 
miden la aptitud del proponente para participar en un Proceso de Contratación como oferente y 
están referidos a su capacidad jurídica, financiera, organizacional y su experiencia. 
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El propósito de los requisitos habilitantes es establecer unas condiciones mínimas para los 
proponentes de tal manera que la Entidad Estatal sólo evalúe las ofertas de aquellos que están en 
condiciones de cumplir con el objeto del Proceso de Contratación"  (Gobierno de Colombia, 2004) 
Así, deberán entenderse como requisitos habilitantes los mínimos requeridos para que un 
proponente en un proceso contractual pueda continuar al interior del mismo, pues no sólo se trata 
del primer filtro sino quizá del más importante, toda vez que si estas condiciones exigidas no se 
cumplen, necesariamente no se estaría "habilitado" para poder seguir en el proceso contractual 
Anterior a nuestra carta magna de 1991, los objetivos de la normalización y regulación de la 
Contratación Publica estaban definidos como “la transparencia, la objetividad y la eficiencia en los 
procesos de compras públicas”, luego de unos años lo describe el Consejo de Política Fiscal, como 
política de estado (Conpes: 3186: 2002), buscando de esa manera que el mismo estado logre un 
mejor y adecuado uso de los recursos asignados al gasto público."  
La Ley 1150 de 2007, que modificó en parte la Ley 80 de 1993 (Estatuto de Contratación Estatal), 
incluyó un cambio en el proceso de selección objetiva. Antes la experiencia, la capacidad financiera 
y la organización como condiciones particulares de los proponentes eran objeto de calificación, lo 
que podría significar una gran ventaja para los proponentes con gran capacidad y experiencia, el 
cual era aprovechado por aquellos funcionarios públicos que tenían a su cargo la realización del 
tramité precontractual para la contratación como son: los estudios previos, así como la elaboración 
de los prepliegos y pliegos de condiciones, para otorgarles a dichos proponentes un puntaje a 
favor. 
Estas condiciones ahora son exigidas al contratista como requisitos habilitantes para la 
presentación de la propuesta, pero no son objeto de puntuación. La puntuación de las propuestas 
recae exclusivamente sobre sus condiciones técnicas y económicas, lo que hace que los 
proponentes presenten propuestas de manera competitiva y en condiciones de igualdad.  
Las Entidades Públicas deben establecer los requisitos habilitantes de forma adecuada y 
proporcional a la naturaleza y valor del contrato. Ahora bien, es importante entender el alcance 
de la expresión adecuada y proporcional, el cual busca que haya una relación entre el contrato y 
la experiencia del proponente y su capacidad jurídica, financiera y organizacional. Por consiguiente, 
los requisitos habilitantes exigidos deberán guardar la respectiva proporción con el objeto del 
contrato, su valor, complejidad, plazo, forma de pago y el Riesgo asociado al Proceso de 
Contratación. 
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SELECCIÓN OBJETIVIA, TRANSPARENCIA Y TEST DE PROPORCIONALIDAD  
Desde antes de la expedición de la Constitución Política de 1991 y de manera seguida la Ley 80 de 
1993 o estatuto de contratación estatal en Colombia, establecer un régimen jurídico ideal que 
garantice la materialización de los principios de selección objetiva, transparencia, proporcionalidad 
y seguridad de los oferentes, en la confección de pliegos de condiciones sobre todo en el capítulo 
de requisitos habilitantes y de calificación, que permitan en condiciones de igualdad, garantizar el 
interés general del estado y a los oferentes las escogencia de la mejor y más favorable oferta a los 
intereses buscados por las entidades, no ha sido tarea fácil, debido a que la mismas normas 
constitucionales y legales han dotado de autonomía a las entidades del estado entre ellas con 
especial atención las entidades territoriales, lo que le permite al funcionario público que realiza la 
etapa precontractual tener un amplio margen de libertad y discrecionalidad, prerrogativas que mal 
utilizadas pueden llevar a malas prácticas como el direccionamiento de contratos y el diseño de 
requisitos a la medida para determinada oferta, o como algunos autores han referido bien 
utilizadas pueden llevar a la eficiencia de la compra pública.  
Revisar que tanta discrecionalidad reviste al funcionario público cuando establece los requisitos 
habilitantes en un proceso de selección del contratista en los contratos que celebra el estado, 
obliga recopilar la producción científica y analizar la respectiva legislación nacional del tema. Con 
el fin de determinar si principios legales como la selección objetiva, proporcionalidad y 
transparencia optimizan el cumplimiento de los fines esenciales del estado con la satisfacción del 
interés general, o si por el contrario tanta discrecionalidad ha mantenido la puerta abierta a 
escenarios de interés particular y corrupción.  
Respecto al principio de proporcionalidad en el establecimiento de los requisitos habilitantes (Solís 
Enríquez, 2015) acude a la jurisprudencia y a (Alexy, 2008) con el fin de identificar los subprincipios 
de idoneidad, necesidad y proporcionalidad en sentido estricto. Lo que intenta es como el principio 
de proporcionalidad establece la metodología que persuada la relativa discrecionalidad de la que 
gozan los servidores públicos sin que caigan en arbitrariedad a la hora de fijar requisitos 
habilitantes en los pliegos de condiciones y en los demás documentos que hemos mencionado. 
Será necesario así aplicar un test estricto de proporcionalidad y necesidad para que la medida 
tomada sea legítima, imperiosa y con muchos más beneficios que la restricción.  
A lo anterior (Alexy, 2008) resuelve que cuando se presenta conflicto entre dos principios de igual 
jerarquía en un caso concreto, se requiere ponderar los intereses contrapuestos con el fin de 
decidir en ese momento cual tiene más peso. 
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En igual sentido se ha referido la Honorable Corte Constitucional en la Sentencia T- 577 del 27 de 
mayo de 2005 M.P Humberto Sierra3, allí se interpretó con garantizar el principio de igualdad 
constitucional, aplicando el juicio de proporcionalidad en combinación con el test de igualdad, 
donde se destacan criterios relevantes como, examinar si la medida es o no adecuada, analizar si 
el trato diferente es o no necesario, se describe el test de igualdad en sentido estricto, intermedio 
y de mera razonabilidad, al igual haciendo énfasis en el principio de transparencia en los contratos 
estatales se trata de verificar que el numeral 5 del artículo 24 de la ley 80 de 1993 respecto de que 
los pliegos de condiciones deben contener reglas objetivas, claras, justas y completas, por lo que 
para revisar si el requisito habilitantes es justo se debe dar aplicación al test de proporcionalidad.  
Siendo la selección objetiva y la transparencia principios de obligatorio cumplimiento se entiende 
que para el caso de los contratos estatales el juicio de proporcionalidad puesto en marcha debe 
ser el estricto, más aún si de proteger el interés general se trata. De manera que las reglas 
establecidas como requisitos habilitantes en los pliegos de condiciones deben garantizar dos 
escenarios específicos, por un lado que la entidad solo habilite a participar a interesados que 
garanticen idoneidad, experiencia, capacidad financiera, capacidad jurídica y de organización 
suficiente como para no poner en riesgo el interés general y el patrimonio público, que no suceda 
que el contratista por falta de unos de estos requisitos incumpla con la ejecución del objeto 
contractual. Por otro lado, se debe aplicar el test de proporcionalidad con el fin de que los 
requisitos no restrinjan de manera discriminatoria a proponentes que cuenten con los requisitos 
reales para el cumplimiento.  
 
                                                          
3 A fin de determinar si el trato discriminatorio vulnera el derecho fundamental a la igualdad, la Corte ha elaborado un 
modelo de análisis que integra el juicio de proporcionalidad y el test de igualdad. Lo que en este modelo se hace, 
básicamente, es retomar y armonizar los elementos del test o juicio de proporcionalidad europeo con los aportes de la 
tendencia estadounidense. Así, se emplean las etapas metodológicas del test europeo, que comprende las siguientes 
fases de análisis: (i) se examina si la medida es o no adecuada, es decir, si constituye o no un medio idóneo para alcanzar 
un fin constitucionalmente válido; (ii) se analiza si el trato diferente es o no necesario o indispensable; y (iii) se realiza 
un análisis de proporcionalidad en estricto sentido, para determinar si el trato desigual no sacrifica valores y principios 
constitucionales que tengan mayor relevancia que los alcanzados con la medida diferencial. De otra parte, se toman 
los distintos niveles de intensidad en la aplicación de los escrutinios o tests de igualdad. Dichos niveles pueden variar 
entre (i) estricto, en el cual el trato diferente debe constituir una medida necesaria para alcanzar un objetivo 
constitucionalmente imperioso; (ii) intermedio, es aquel en el cual el fin debe ser importante constitucionalmente y el 
medio debe ser altamente conducente para lograr el fin propuesto; y (iii) flexible o de mera razonabilidad, es decir que 
es suficiente con que la medida sea potencialmente adecuada para alcanzar un propósito que no esté prohibido por el 
ordenamiento. Lo anterior debe tener aplicación, según el carácter de la disposición legislativa o la medida 
administrativa atacada. 
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La formulación legal y constitucional de principios como la selección objetiva, transparencia y 
proporcionalidad, no tienen la suficiente rigurosidad y no contienen procedimientos específicos 
que limiten la caprichosa discrecionalidad que puede desplegarse por el funcionario público. Se 
encargan asuntos pilares para el mantenimiento del estado social de derecho, como la prevalencia 
del interés general, la efectiva prestación de servicios públicos y los fines del estado, al buen 
criterio, sentido común y formación de un servidor. 
La corrupción encuentra condiciones de adaptabilidad al direccionamiento de contratos con el 
establecimiento de los requisitos habilitantes debido a la excesiva discrecionalidad otorgada por la 
ley, esto analizado el artículo 5 de la ley 1150 de 2007, en lo que tiene que, a los requisitos 
solicitados, la presentación de ofertas, la participación real y en condiciones de igualdad de los 
proponentes y la forma en que se evalúan las propuestas habilitadas. 
El test de igualdad y el juicio de proporcionalidad son herramientas indispensables para que 
revisado el riesgo, la complejidad del objeto contractual, el valor, el estudio del sector y los posibles 
proponentes, se encuentre el equilibrio entre garantizar la idoneidad y capacidad del contratista y 
que no se excluya y discrimine a los que en la realidad cumplan con los requisitos para ejecutar el 
objeto contractual. 
Se requiere una reforma al estatuto estatal en lo que tiene que ver a la etapa pre contractual con 
el fin de que exista mayor rigurosidad en el procedimiento para formular los pliegos de 
condiciones. 
La adopción de herramientas de transparencia como el SECOP II y la implementación en las 
entidades del estado de los pliegos tipo adoptados por el Gobierno Nacional conforme a las 
facultades otorgadas por la Ley 1882 de 2018, son demostración que el modelo de 
proporcionalidad y adecuación de la Ley 1150 de 2007 como técnica para la garantía de selección 
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Las modas suelen formar parte de la vida académica, así, la ética del abogado en estos días, o por 
lo menos ahora la falta de ética en la profesión, se ha tornado en un círculo equivoco, vicioso y 
continuo que enmarca injusticia, egoísmos, deshonestidad e inmoralidad de cada acto en lo que 
refiere a la sociedad y consigo en el Estado mismo. Es por esto, que es rutina escuchar en nuestra 
cotidianidad que “quiénes estudian derecho, salen torcidos”. En este sentido, es necesario acabar 
y romper con el paradigma de la corrupción en el que se encuentra todo aquel dispuesto a servirle 
a la justicia y a la comunidad misma, haciendo honor a los deberes del abogado y a la protección 
de los principios, derechos y deberes constitucionales, propios de un Estado Social de Derecho. 
  
Ahora bien, para identificar como procede la abogacía como actor determinante en la consecución 
de los fines del Estado, es necesario realizar una distinción en cuanto a la conceptualización de la 
ética, la moral, la ética jurídica, principios rectores del abogado, el Estado colombiano como 
conglomerado de vida en sociedad y los fines esenciales que enmarca este; esto, dentro de la carta 
política y su inferencia en la sociedad en relación con el óptimo cumplimiento de la función social 
y jurídica de la profesión de abogado.  
 
Como primera medida, la ética no es producto de la emoción o del instinto, como tampoco es 
resultado de la intuición del corazón, y mucho menos de la pasión. La ética es considerada como 
una ciencia normativa, pues se dirige a brindar normas para la vida, orientando la conducta y 
                                                          
4 Estudiante de cuarto semestre de la Universidad de Pamplona, Norte de Santander, Colombia. 
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encauzando las decisiones libres del hombre a un fin determinado (Gutiérrez 2015 p. 30). Por ello, 
es rectora de la conducta humana, llevándola a un nivel racional de carácter reflexivo frente al 
entorno que nos rodea. Por otra parte, de la moral podríamos decir que es la ciencia del actuar, de 
las costumbres y lo vivido por el hombre. Se dice que nuestras acciones tienden a encauzarse y 
repetirse en lo que corresponde a hábitos y costumbres (Cortina, Martínez, Emilio 1996 p. 14). La 
moral es entonces, la construcción del comportamiento de los individuos la cual se desarrolla a 
través de la culturalidad, siendo un sistema de contenidos que refleja una determinada forma de 
vida.  
 
En este orden de ideas, la ética jurídica será la voluntad de cada funcionario judicial, en especial 
los abogados, para delimitar y enmarcar sus actuaciones de manera que, se cumplan los fines 
sociales y jurídicos a los cuales conlleva la óptima realización de justicia, y la diligencia del deber 
lícito sin infracción al deber del abogado, a la ley y a la moral. En la consecución de estos fines, se 
debe tener en cuenta los siguientes principios del abogado, los cuales deben ser rectores de cada 
funcionario de la justicia en servicio de la sociedad.: 
 
1. Justicia: Debemos considerar a la justicia como virtud y como resultado.  
- Como virtud, es un principio operativo que nos dirige a ser justos (Vázquez Guerrero, 1997 
p. 44), la justicia es virtud social, pues cada uno de nosotros llevamos, en forma consciente 
o latente, una idea primera de lo que es justo. En este sentido, es interesante reconocer 
que el talento no es cualidad suficiente en una profesión que se relaciona tan de cerca con 
la justicia (Martínez Val, 1981 pp. 37-38.) En este sentido, la independencia y el desinterés 
constituyen las virtudes esenciales y especialmente meritorias del abogado.  
- Como resultado, La idea de justicia lleva implícita una noción de reparto. El dar a cada uno 
lo suyo implica un conocimiento previo de lo que es propio de cada cual, y una atribución 
a título personal de lo que hemos individualizado como de su pertenencia. (Vázquez 
Guerrero 1997, p. 45)  
 
“La abogacía es una ardua fatiga puesta al servicio de la justicia” (Couture, Eduardo J. 1994, 
p 11.). 
 
2. Independencia profesional: De acuerdo a Carlo Lega es “la ausencia de toda forma de 
injerencia, de interferencia, de vínculos y de presiones de cualesquiera que sean 
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provenientes del exterior y que tiendan a influenciar, desviar o distorsionar la acción del 
ente profesional para la consecución de sus fines institucionales y la actividad 
desempeñada por los colegiados en el ejercicio de su profesión”. (Lega, 2005, p. 217). 
 
3. Libertad profesional: Este principio se refiere al propio ejercicio de la función de abogado, 
en cuanto a la libertad de autodeterminación del profesional en orden a su conducta en el 
ejercicio de la profesión no sólo desde un punto de vista técnico, sino también con relación 
a los comportamientos que complementan a los técnicos. Según Carlo Lega, “el principio 
de libertad, en su aspecto deontológico, concierne en particular al comportamiento del 
abogado con relación a su cliente y tiende a atemperar las exigencias de las normas del arte 
forense con el interés del asistido y con la dignidad profesional del quien lo asiste”. (Lega, 
2005 p. 222). 
 
4. Ciencia y conciencia: Radica en el “obrar según ciencia y conciencia”.  
 
- Ciencia: hace referencia a la ciencia propia de la profesión, el Derecho; no solamente 
desde su aspecto teórico sino también práctico. La ciencia propia del abogado es, 
esencialmente, una ciencia jurídica comprensiva no solamente de la normativa en rigor, 
sino además de su aplicación jurisprudencial y, comprende, el conocimiento de la doctrina 
y de los principios jurídico-filosóficos (Vázquez Guerrero, 1997 p. 58). Su ciencia no es una 
colección de principios abstractos y descarnados, sino aplicables a conflictos personales y 
concretos.  
 
De aquí viene al abogado su vocación humanista y social.  
 
- Conciencia: La conciencia profesional se encuentra vinculada con el conocimiento y, en 
este sentido, con la autorresponsabilidad del profesional. Este último “debe actuar no sólo 
con rigurosa atención a las normas técnicas, sino también con conocimiento de todas las 
consecuencias que derivan de su aplicación, incluso hasta más allá de los límites de la 
relación profesional, teniendo en cuenta el interés individual del cliente y el general de la 
colectividad en relación a la función social desarrollada por la profesión”. (Lega, 2005, p. 
209).  
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5. Probidad profesional: La probidad es la honradez. Un profesional debe ser, sin lugar a 
dudas, una persona honesta (Chinchilla, 2006, p. 26 ), cuyo adjetivo es de carácter universal 
y, una inmediata realización en el ámbito cotidiano profesional y personal.  
 
En contraste con lo anterior, todos estos deberes de los profesionales del derecho, estarán regidos 
bajo un conglomerado de relación social, jurídica y políticamente constituida denominada Estado. 
Ahora bien, el Estado colombiano como garante y en procura de las garantías de dignidad humana, 
prosperidad general y protector supremo de los derechos de sus habitantes, recurre a la necesidad 
de plantear cierta conexidad con la norma jurídica y con el profesional del Derecho, para lograr la 
consecución de sus fines esenciales descritos en el artículo 2 de la carta política, a saber:  
 
“Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y 
garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la 
Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida 
económica, de la Nación... (Secretaria senado, 2018). 
 
En este sentido, el óptimo cumplimiento del ejercicio de la profesión de abogado, instaura y 
preserva estos fines del Estado en su esencia y en sus entrañas, al velar y procurar que con la 
observancia y aplicación de los mismos se construya y consolide en Colombia una función social y 
jurídica de los profesionales del derecho, contribuyendo a la protección de derechos, al desarrollo 
de la vida en sociedad de cada región y a apropiarse del sentido de la ética jurídica más allá de 
nuestros salones de formación.  
 
Es así, como solventaremos el déficit ético de actitudes dañinas a los cuales conlleva una moral 
construida en base a ese círculo vicioso de egoísmos mencionado al inicio, en donde la efectividad 
de los principios, derechos y deberes de cada persona depende de un “estatus económico” y no 
de un “estatus de persona integrante de una sociedad colaboradora entre sí”.  
 
Desde esta perspectiva, es necesario generar escenarios de instrucción para afianzar ideales éticos 
a nivel regional, de manera que, se tornen todos estos procesos de concientización en una 
aplicabilidad en el ejercicio de la abogacía, de manera incluyente en el sentido de que intervengan 
todos los sectores sociales en estos escenarios de charlas, capacitaciones, acerca de principios 
constitucionales, derechos humanos y ética en los profesionales del Derecho, de tal modo que dé 
claridad acerca del cómo y qué se debe proteger en nuestro Estado.  
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Asimismo, y atendiendo a la inclusión generada por estos espacios académicos y cívicos, se debe 
fortalecer desde las instituciones de formación a todas las facultades de derecho en materia de 
servicio social, y evaluaciones tanto teóricas como prácticas respecto de la idoneidad ética y moral 
efectiva, de tal manera que garantice el cumplimiento de los principios mencionados y la 
protección de cada derecho, el cual se ve vulnerado en la actualidad por los mismos servidores de 
la justicia.  
 
Ahora bien, por mandato constitucional deberán los fines esenciales de Estado suplir las 
necesidades de la comunidad, y por mandato moral, de oficio y más que asumir una obligación, 
serán los abogados y nosotros los futuros profesionales del derecho, quiénes hagan de estas 
proyecciones de prosperidad general una realidad en nuestro Estado Social de Derecho a través 
del mandato y exigencia desde cada oficina, desde cada juzgado y desde cada delegación, para 
proferir con ética íntegras decisiones con sentido de libertad, integridad, equidad y justicia a cada 
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LA ÉTICA COMO APROXIMACIÓN INTEGRAL DEL COMPORTAMIENTO JUSTO DEL JUEZ: ESTUDIOS Y 
PARADIGMAS DE LA FUNCIÓN JUDICIAL 
 
 









 “Ten fe. Ten fe en el derecho, como el mejor instrumento para la convivencia humana; en la justicia, 
como destino normal del derecho; en la paz, como sustitutivo bondadoso de la justicia; y sobre todo, 
ten fe en la libertad sin la cual no hay derecho, ni justicia, ni paz”. Eduardo Couture. 
 
Partiendo de la teoría de la distribución social del poder de Montesquieu, aplicada a Colombia, en 
la separación jurídica de las funciones ejecutivas, legislativas y judiciales, la cual dividió las cargas 
del estado, permitiendo un claro y especifico alcance de la actuación. Como lo es el caso de la 
Función Judicial, quien, según Monroy Gálvez, debe ser interpretada como un conjunto dialectico 
de actos, ejecutados con sujeción a determinadas reglas, realizada por distintos sujetos con 
intereses idénticos, diferentes o contradictorios, pero vinculados intrínsecamente por fines 
privados o públicos, en otras palabras, aquella función destinada a la materialización de la 
manifestación de la voluntad general, que según de Rousseau “es la ley”. 
  
La actuación judicial, está dirigida por el juez, quien, para decidir, no solo necesita contar con el 
procedimiento establecido en la norma, situación que nos hace meditar en la trascendencia social 
del papel que juega el servidor al momento de decidir. Si bien es cierto, todos los jueces de las 
distintas jurisdicciones cuentan con una tarea más importante que decidir, la cual consiste en 
orientar y garantizar los derechos humanos de cada una de las partes protegiendo y amparando la 
dignidad del pueblo, pues este se encuentra revestido con la virtuosa misión de proteger la honra, 
                                                          
 Estudiante de la Fundación Universitaria UNISANGIL, San Gil, Santander, Colombia.   
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la vida y los bienes de los ciudadanos; es decir un juez ético, según Sandoval Villalobos, la ética 
debe ser el factor que coadyuve a asegurar la represión de las violaciones de la ley.  
 
Entre algunas fuentes que enmarcan la función del juez se encuentra el Código Iberoamericano de 
Ética Judicial, propuesto en el entendido de que un derecho fundamental de la población consiste 
en la aplicación de principios y valores, con finalidad de garantizar una decisión integral. Los 
principios y valores jurídicos: tienen la finalidad de garantizar a los ciudadanos el derecho a ser 
juzgados con parámetros jurídicos: 1) La Independencia: ya que se permite al juez tomar una 
posición de privilegio, decidir el litigo conforme a la ley ; 2) la Imparcialidad: el derecho de los 
justiciables a ser tratados por igual, así mismo respetando a las partes a firmar y contradecir, en el 
marco del debido proceso; 3) La Motivación, el juez debe motivar sus decisiones tanto en materia 
de hechos como de derecho conforme a la buena fe; 4) Conocimiento y Capacitación, El juez bien 
formado es el que conoce el Derecho vigente y ha desarrollado las capacidades técnicas y las 
actitudes éticas adecuadas para aplicarlo correctamente; 5) La Justicia y la Equidad, El fin último 
de la actividad judicial es realizar la justicia por medio del Derecho; 6) La Responsabilidad 
Institucional, El juez tiene el deber de promover en la sociedad una actitud, racionalmente 
fundada, de respeto y confianza hacia la administración; 7) La Cortesía, tiene su fundamento en la 
moral y su cumplimiento contribuye a un mejor funcionamiento de la administración de justicia; 
8) La Integridad, el juez íntegro no debe comportarse de una manera que un observador razonable 
considere gravemente atentatoria contra los valores y sentimientos predominantes en la sociedad 
en la que presta su función; 9) La transparencia, las actuaciones del juez es una garantía de la 
justicia de sus decisiones; 10) El Secreto Profesional, tiene como fundamento salvaguardar los 
derechos de las partes y de sus allegados frente al uso indebido de informaciones obtenidas y la 
11) Honestidad Profesional, es necesaria para fortalecer la confianza de los ciudadanos en la 
justicia y contribuye al prestigio de la misma.  
 
En ese mismo sentido, Eduardo Couture, propone los mandamientos del abogado, desde una 
perspectiva encaminada al deber ser del cual se resalta 1) La lucha en el deber del derecho, 2) La 
Lealtad con el adversario aun cuando él sea desleal contigo; 3) La Tolerancia, para entender la 
verdad ajena; pero, sobre todo, 4) La Fe en el derecho, sin la cual no existiría ni la libertad, ni la 
justicia ni la paz.  
 
Por lo tanto, la función del abogado-juez, está compuesto por distintas perspectivas, las cuales le 
acercan a una integralidad, así en razón de ella le permitirá asegurar la debida ponderación de 
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derechos y acercarse a criterios más propios de la protección de la dignidad humana y como 
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INTELIGENCIA ARTIFICIAL Y DESEMPLEO.  PROPUESTAS PARA MITIGAR LOS DAÑOS QUE GENERA EL 
DESEMPLEO POR LA IMPLEMENTACIÓN DE LA INTELIGENCIA ARTIFICIAL 
 









El presente escrito nace de la realidad de que la Inteligencia Artificial (en adelante IA) está 
generando desempleo en los sectores menos calificados de la población, y de que dicha situación 
se encuentra en una tendencia irreversible a nivel global. De hecho, en el Foro Económico Mundial, 
en Davos (Suiza), se concluyó que, en 20 años, se perderían cinco millones de puestos de trabajos 
en los 15 países más industrializados del mundo. En nuestra región latinoamericana, dicha 
tendencia agravará las desigualdades que le caracterizan.  
 
Este fenómeno acarrea nuevos retos éticos y jurídicos para los gobiernos, jueces, empleadores, 
trabajadores y comunidad en general, y es nuestra responsabilidad desde la academia ayudar a 
entender desapasionadamente el problema y contribuir a su solución.  
 
Planteamiento del problema  
 
El desempleo ocasionado por la implementación de la IA es una de las situaciones que debe 
preocupar a los gobiernos que viven este fenómeno, y aunque dicha realidad contribuye al 
desarrollo empresarial, elimina considerablemente oportunidades laborales, y es donde cabe 
preguntarse: ¿qué propuestas se deberán implementar para mitigar los daños que genera el 
desempleo por la implementación de la IA?  
                                                          
 Estudiante de Derecho de la Universidad Pontificia Bolivariana - Seccional Bucaramanga, Santander, Colombia. 
 Memorias VI Congreso Internacional de Derecho  




Descripción y discusión del planteamiento  
 
Ahora bien, antes de presentar los retos y posturas existentes al respecto, y previo a la 
presentación de una postura propia aplicada al caso concreto de las aplicaciones digitales de 
transporte en Colombia, es necesario definir qué se entiende por inteligencia y por inteligencia 
artificial:  
Inteligencia es definida por el DRAE como la “capacidad de entender o comprender”, así como la 
“capacidad de resolver problemas”. La comprensión y la capacidad de comunicación de lo 
comprendido son los rasgos básicos de la inteligencia. Así, una persona con más inteligencia que 
otra es capaz de relacionar más eficientemente los conocimientos que posee para resolver un 
problema5.  
 
Por su parte, la inteligencia artificial persigue el fin de utilizar las máquinas para identificar y 
ejecutar las funciones cognitivas humanas tales como el razonamiento o la toma de decisiones 
(signos de inteligencia), para imitarlos, de tal manera que sus procesos y productos finales, de 
haber sido hechos por un ser humano, permitirían concluir que esa persona es inteligente.  
 
La inteligencia artificial ha sido desarrollada desde los años 50 y aplicada a todos los ámbitos 
económicos, como parte de la denominada Cuarta Revolución Industrial. Sus consecuencias 
positivas más visibles son el aumento de la productividad y competitividad de las empresas que 
han invertido en ella, con la consecuente reducción de precios al usuario final. Otros son los 
innumerables avances médicos, farmacéuticos, automotrices, etc.  
 
Las consecuencias negativas de la implementación de la Inteligencia Artificial en el mercado 
laboral, es la destrucción de muchos empleos, en todas las actividades económicas, lo que 
aumenta los problemas sociales de desigualdad, falta de educación a las nuevas generaciones, falta 
de movilidad social, etc. Y no es que las máquinas desplacen por completo a los humanos, pero al 
igual que con la llegada de la industrialización, sí causará la desaparición de muchos empleos no 
calificados y repetitivos.  
 
                                                          
5 Pascual, Página 5   
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Un problema en particular que se va a agravar con la extensión de la Inteligencia Artificial, en 
particular con la robótica que desplaza millones de empleos, es el del sistema de seguridad social. 
Millones de actuales empleos serán desplazados por robots y otras expresiones de Inteligencia 
Artificial. Esos trabajadores, muchos de ellos próximos a pensionarse, empezaron a trabajar bajo 
la promesa de una pensión, pero si todos salen al tiempo, y los cotizantes jóvenes que sostienen 
el sistema pensional no son contratados en la misma proporción, el sistema pensional será 
insostenible. 
Para atender este problema, en sus aristas laboral y pensional, la academia y los mismos 
empresarios han planteado varias propuestas interesantes, particularmente en Europa: 
PROPUESTA ANÁLISIS 
1. Una de ellas es la que plantea que las 
empresas coticen por sus robots, de manera 
que cualquier máquina que realice trabajos 
mecánicos de producción y cuya implantación 
en la empresa haya significado la pérdida de 
empleo de trabajadores, cotice en número 
equivalente a los trabajadores que se 
requerirían para realizar su mismo trabajo6.  
 
Esta propuesta rompe los paradigmas que 
manejamos desde el Derecho Laboral: la razón 
de ser de las cotizaciones es aportar a un fondo 
común que será necesario cada vez que los 
mismos trabajadores requieran asistencia. 
Pero el robot no la necesitará, ni estará 
desempleado, ni tiene beneficiarios por 
responder. Entonces, ¿por qué obligarle a 
cotizar?  
Aplicado a nuestro ordenamiento jurídico, se 
plantea desde este trabajo académico que ésta 
es recomendable como una solución temporal 
para compensar el impacto social del ingreso 
de la robótica al mercado laboral. Es decir, 
como un periodo de transición, mientras se les 
garantiza a los trabajadores salientes, el 
respeto de las reglas de juego pensionales con 
las que ingresaron al mercado laboral. El riesgo 
de aprobar esta propuesta temporal, es que los 
                                                          
6 Uno de los grandes defensores de esta idea es el magnate de la tecnología Bill Gates, quien sostiene que la 
destinación de los ingresos obtenidos por las cotizaciones de las empresas por sus robots debería destinarse a la 
creación de empleo en otras áreas para compensar la destrucción en las áreas en que se han implantado robots. 20 
de febrero de 2017) “Bill Gates opina que los robots deben pagar impuestos.” El Mundo. Recuperado de: 
http://www.elmundo.es/tecnologia/2017/02/20/58aab904ca4741657a8b45dd.html.  
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gobiernos la fijen más adelante como 
definitivas (por obvias razones de recaudo) y se 
porque desestimula la inversión en ciencia y 
tecnología.  
2. Otra propuesta es la creación de una renta 
básica universal en beneficio de los 
trabajadores desplazados.  
 
Esta propuesta no es realista en el nuestro 
contexto regional, dada la incapacidad del 
sistema de asegurar recursos a todos los 
habitantes, y el fracaso de las políticas 
asistenciales en Latinoamérica.  
3. Una tercera postura busca compensar los 
efectos nocivos del desplazamiento de 
empleos por robots, creando nuevos 
impuestos a las empresas beneficiarias que 
utilicen estas tecnologías. Una opción es 
aumentar el IVA de aquellos productos o 
servicios para los cuales se ha utilizado un 
elevado porcentaje de robots o gravar más 
mediante este impuesto la compra de robots o 
de tecnología con inteligencia artificial. Otra 
opción, es gravar los ingresos que provengan 
de una actividad en la que un robot haya 
tenido una participación relevante.  
Esta última opción es la más viable, bajo la 
premisa de que no eleve los costos de 
producción al mismo nivel que los actuales 
costos laborales, porque, se insiste, se 
castigaría la inversión en ciencia y tecnología. 
Por otra parte, la destinación de estos recursos 
debería invertirse en educación en 
competencias digitales para la población a la 





Finalmente, se propone indagar otras soluciones jurídicas frente a la problemática descrita, que 
escapen de las clásicas soluciones de crear nuevos impuestos, cotizaciones obligatorias, etc. Si lo 
que se busca es compensar el efecto negativo de la robotización en la población trabajadora, se 
deben incentivar mecanismos de transición que incluyan esta población. En este sentido, es 
perfectamente viable, frente al ejemplo particular de aplicaciones móviles de transporte, por 
ejemplo, legalizar estas aplicaciones (reconocer una realidad), vigilar el pago de impuestos recién 
estipulados (por la DIAN), y exigirles para su operación que involucren, de los trabajadores en 
riesgo de pérdida de empleo, aquellos aún más vulnerables.  
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Se cita a modo de ejemplo la experiencia en Brasil de la legalización de una aplicación móvil de 
transporte (competencia de UBER) siempre y cuando contrataran un porcentaje mínimo de 
mujeres, con lo cual se acepta una realidad (la utilización de estas aplicaciones), se genera un 
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